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Resumen
En el presente artículo exteriorizamos los resultados de una ardua 
investigación cientíﬁca basada en la vulneración al principio de la 
conﬁanza legítima, lo que se hizo evidente en el incumplimiento de 
la Administración Distrital a la hora de consumar los compromisos 
pactados con los habitantes del Barrio Juan José Rondón, afectados 
QPSMBPMBJOWFSOBMEFMB×PRVFJNQBDUØMBDBMJEBEEFWJEBEF
los administrados e irrumpió en el debido gestionar de la Adminis-
USBDJØO4FMPHSØDPNQSPCBSQPSQBSUFEFMPTJOWFTUJHBEPSFTRVFMB
dimensión del Derecho aquí afectada es la eﬁcacia, puesto que el 
Distrito al no dar la aplicabilidad debida a los actos jurídicos emana-
dos por él mismo, descuidó la naturaleza jurídica a estos destinada 
y no produjo los efectos obligantes para ambas partes (Adminis-
USBDJØOBENJOJTUSBEP
 "M SFBMJ[BS FM BOÈMJTJT FYIBVTUJWP EFM QSP-
blema de investigación desde la campo de la sociología jurídica y 
utilizando como herramienta imprescindible la Teoría de las tres 
esferas de Robert Alexy, se llegó a la conclusión descollante de que 
una evaluación de la gestión administrativa con fundamento en los 
ﬁnes esenciales del Estado (novedad cientíﬁca) permitiría validar el 
cumplimiento del principio de la conﬁanza legítima, piedra angular 
FOMBSFMBDJØO&TUBEP$JVEBEBOP
Palabras clave: conﬁanza legítima, gestión administrativa, eﬁcacia, 
mOFTFTFODJBMFTEFM&TUBEP
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Abstract
In this article, the results externalize an arduous scientiﬁc research 
based on the violation of the principle of legitimate expectations, 
which was evident in the failure of the District Administration at 
consummating the agreed commitments with local residents from 
Juan José Rondón neighborhood in Bogotá, aﬀected by the winter 
PGUIBUIBEDPOTFRVFODFTPOUIFRVBMJUZPGMJGFPGUIFNBOBHFE
institutes and broke into the proper management of the Adminis-
USBUJPOͳFEJNFOTJPOPGUIFMBXIFSFJTUIFFĊDBDZBĉFDUFETJODF
the District by not giving the applicability to the legal acts issued 
by itself, neglecting the legal nature of these, intended to produce 
FĉFDUSFRVJSJOHCPUIQBSUJFT	"ENJOJTUSBUJPOBENJOJTUFSFE
8IFO
performing an exhaustive analysis of the research problem from the 
ﬁeld of sociology of law as an essential tool, the theory of the three 
spheres of Robert Alexy reached evidences for concluding that an 
evaluation of administrative management would validate com-
pliance with the principle of legitimate expectations, the corners-
UPOFJOUIFSFMBUJPOTCFUXFFOUIF4UBUFDJUJ[FOTͳJTJTCBTFEPOUIF
FTTFOUJBMQVSQPTFTPGUIF4UBUF	TDJFOUJmDEFWFMPQNFOU

Key words: legitimate expectations, Administrative management, 
FĊDJFODZFTTFOUJBMQVSQPTFTPGUIFTUBUF
Introducción
La gestión administrativa del Dis-
trito, al no satisfacer los compromi-
sos adquiridos con los habitantes del 
barrio Juan José rondón, quienes se 
encuentran en situación de riesgo, 
hace necesario realizar una evalua-
ción de las actuaciones de los funcio-
narios públicos en representación del 
Distrito, respecto de los pactos ten-
dientes a proteger la vida e integridad 
DPOUSBÓEPTDPOEJDIBDPNVOJEBE%F
probarse que la administración distri-
tal está incursa en el incumplimiento 
de los compromisos adquiridos, esta-
ríamos frente a un eminente quebran-
tamiento del principio de la conﬁanza 
legítima, pieza fundamental en el vín-
culo que debe existir entre la Admi-
OJTUSBDJØOZFMBENJOJTUSBEP
En tal caso se haría pertinente reali-
zar un estudio respecto del principio 
de la conﬁanza legítima, haciendo 
énfasis fundamental en su valor social 
y jurídico, esto con el ﬁn de ratiﬁcar 
que las actuaciones administrativas 
deben estar fundadas en el respeto a 
las expectativas de los administrados, 
haciendo frente a los postulados de la 
buena fe del Estado y de esta misma 
forma, recalcar que dichas actuacio-
nes deben estar encaminadas a pro-
mulgar el bien de los particulares, 
asegurando una sociedad equitativa, 
JHVBMJUBSJBZKVTUB
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Estrategia metodológica
La dimensión del derecho que se 
investiga es la eﬁcacia, toda vez que 
se denota la tensión existente entre la 
norma institucional “protección del 
derecho a la vida” y el hecho social 
“gestión indebida de la Administra-
ción Distrital”, lo que afecta grave-
mente el principio de la conﬁanza 
legítima como elemento esencial en 
la relación que debe existir entre el 
Estado y los particulares y más cuando 
Estado colombiano ha adoptado un 
sistema constitucional y social de 
Derecho, en que deben primar los 
derechos e intereses de los ciudada-
OPT&ODPOFYJEBEDPOMPFYQVFTUPFT
preciso indicar que el campo teórico 
desde el que se actúa es la sociología 
jurídica, siempre que ésta se ocupa 
de todo lo concerniente a la relación 
%FSFDIP4PDJFEBE -B OPWFEBE JOT-
trumental a utilizar es la teoría de las 
USFTFTGFSBTEF3PCFSU"MFYZ
Dicho lo anterior, es procedente 
declarar que el método cualitativo 
propuesto para esta investigación es 
la Fenomenología, en la cual utili-
zaremos como técnica la entrevista 
emergente, en la que se trazará una 
pregunta de inicio y otra de cierre, las 
demás surgirán de forma espontánea 
EVSBOUFFMEFTBSSPMMPEFMBFOUSFWJTUB
Para dar inicio a este artículo y con 
el ﬁn de ﬁjar en él un sentido lógico, 
es menester declarar que la formu-
lación de la situación socio-jurídica 
problémica identiﬁcada parte de los 
derechos de petición radicados en el 
QFSJPEPEFBQPSMPTIBCJ-
tantes del barrio Juan José Rondón 
ante la Alcaldía Local de Ciudad Bolí-
var, por el incumplimiento en el pago 
EFTVTDÈOPOFTEFBSSFOEBNJFOUP
En primer lugar vemos cómo el Estado, 
por medio de sus entidades delegadas, 
en este caso el FOPAE y la Alcaldía 
Local de Ciudad Bolívar, cumpliendo 
con su deber constitucional de prote-
ger la vida de las personas, decide eva-
cuar a estas familias del lugar afectado 
a causa de la ola invernal ocurrida en 
FM ÞMUJNP USJNFTUSF EFM B×P  -B
administración, en su afán de preser-
var la integridad de estas personas que 
se encontraban en eminente peligro, 
decide pactar con las mismas el pago 
de sus cánones de arrendamiento por 
el tiempo tuviesen que estar fuera de 
sus casas y mientras se lograba una 
solución deﬁnitiva a su problema de 
WJWJFOEB
El pago de dichos cánones de arrenda-
miento estuvo en manos de la FOPAE 
durante los primeros seis meses sub-
siguientes al hecho, quienes cumplie-
ron eﬁcaz y oportunamente con su 
obligación, pasados estos seis meses 
y acorde a lo que se había pactado, 
la obligación del pago del arrenda-
miento paso a responsabilidad de 
la Alcaldía local de Ciudad Bolívar, 
quien a la fecha no ha cumplido con 
el pago correspondiente y tampoco ha 
dado solución al problema de vivienda 
EFFTUBTGBNJMJBT$PNPDPOTFDVFODJB
a la ineptitud denotada por parte de la 
Administración Distrital, las familias 
afectadas por predicho problema se 
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vieron obligadas a presentar derechos 
de petición ante la Alcaldía local de 
Ciudad Bolívar, con el ﬁn de exigir el 
cumplimiento del pago de las ayudas 
económicas prometidas, pero para su 
desdicha, hasta el día de hoy no han 
SFDJCJEPSFTQVFTUBBMHVOB
En razón de lo anterior, es viable 
considerar que la Gestión adminis-
trativa del Distrito no cumple con 
los compromisos adquiridos para la 
protección de la vida de las personas, 
quebrantando el principio de la con-
ﬁanza legítima, primordial en el vín-
culo que debe existir entre el Estado y 
FM$JVEBEBOP
Ahora bien, haciendo un breve esbozo 
de los resultados obtenidos en la 
observación cientíﬁca, encuestas y 
entrevista, se denota en primer lugar 
la grave afectación que sufren los habi-
tantes del barrio Juan José Rondón [I] 
 Principio que surgió en Alemania a ﬁna-
MFT EFM B×P  TF JOUFSOBDJPOBMJ[Ø FO
Estados Unidos, Canadá, países de Latino 
América y gran parte de la Comunidad 
&VSPQFB 3BEJDB FO MB QSPZFDDJØO EF MB
buena fe que debe gobernar la relación 
entre la Administración y los administra-
dos, basándose en la necesidad que tienen 
los administrados de ser protegidos frente 
a los actos arbitrarios, repentinos, impro-
WJTBEPTPTJNJMBSFTQPSQBSUFEFM&TUBEP4V
objetivo fundamental es proteger los dere-
chos y las expectativas adquiridas por los 
administrados con respecto a la actuación 
ZBENJOJTUSBDJØOEFM&TUBEP
 En Colombia este principio no ha tenido 
gran desarrollo, puesto que se encuentra 
inmerso dentro de los postulados de la 
#VFOBGFEFM&TUBEPZMB4FHVSJEBEKVSÓEJDB
a causa del deslizamiento de tierra 
producido por la ola invernal de año 
 RVF QSPWPDØ HSBOEFT EB×PT B
la estructura de las viviendas, por lo 
DVBM UVWJFSPO RVF FWBDVBS MB [POB
Consecuentemente a la evacuación, 
las viviendas fueron abandonadas 
por sus propietarios, lo que permi-
tió su desmantelamiento estructural 
mediante hurtos consecutivos, incre-
mentado de esta manera la afecta-
DJØO TVGSJEB QPS FTUBT GBNJMJBT &T
importante resaltar [II] que debido 
al incumplimiento en el pago de las 
ayudas pactadas por el Distrito y a 
raíz de los graves inconvenientes que 
tuvieron con el pago de sus arrien-
dos, estas familias se vieron en la 
terrible necesidad de trasladarse de 
nuevo a sus viviendas, las cuales se 
encuentran en zona de alto riesgo y 
no cuentan con ninguno de los servi-
cios públicos necesarios y fundamen-
UBMFTQBSBMPHSBSMMFWBSVOBWJEBEJHOB
En este punto es menester precisar 
que dentro de las ﬁnalidades socia-
les del Estado se encuentra la pro-
tección de la vida, honra y bienes de 
los ciudadanos, priorizando a quie-
nes se encuentren en situación vul-
OFSBCMF DPNPFT FM QSFTFOUF DBTP&T
aquí, donde presenciamos por parte 
del Distrito la omisión sus deberes y 
ﬁnalidades, lo que a la luz del Dere-
cho administrativo desencadena en la 
vulneración de varios principios cons-
titucionales y que por ende acarrea 
consecuencias jurídicas tanto para los 
servidores públicos a cargo como para 
MB"ENJOJTUSBDJØO
Cindy Stefany Heredia Leguizamón y Jhon Fredy Zapata Galeano 107
Según encontramos consagrado en 
nuestra Carta Política, para asegurar 
el debido cumplimiento de los debe-
res esenciales del Estado las autorida-
des estatales deberán proteger a todas 
las personas en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y liberta-
EFT1PSFTUPUPEPTMPTDPMPNCJBOPT
UJFOFOEFSFDIPBVOBWJWJFOEBEJHOB
Es así que el Estado debe establecer 
las condiciones necesarias para hacer 
efectivo este derecho y promoverá 
planes de ejecución de programas de 
vivienda, en donde se hace impor-
tante la función pública, mediante 
procesos, en donde la administración 
debe estar al servicio de los intereses 
generales y su desarrollo de acuerdo 
a con los principios constitucionales, 
DPNP MP FT FM EF JHVBMEBE "EFNÈT
de esto las autoridades administrati-
vas deben coordinar sus actuaciones 
para el adecuado cumplimiento de 
MPTEFCFSFTEFM&TUBEP
A lo anterior el Estado ha ratiﬁcado 
convenios internacionales como lo 
es la Convención Universal de Dere-
chos, en donde nos indica que toda 
las personas de la colectividad tienen 
derecho a ser apoyados en el esfuerzo 
nacional y la cooperación internacio-
nal a satisfacer los derechos y garan-
tías esenciales, como la vida digna 
entre otros; así como el Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales en donde los 
estados parte deben de comprome-
terse a garantizar todos los derechos 
económicos y sociales de los que 
USBUBFMNJTNP
A lo largo del tiempo, el legislador en 
Colombia ha tomado esta problemá-
tica legislando desde los años ochenta 
e indicando que los alcaldes deberán 
realizar censo de los asentamientos 
humanos que presenten altos riesgos 
para sus habitantes, por su ubicación 
en sitios anegadizos o en inminente 
riesgo de derrumbes y deslizamientos, 
o que de otra forma presenten con-
diciones insalubres para la vivienda, 
y así reubicar a estos habitantes en 
zonas apropiadas, además, deberán 
tomar las medidas y precauciones 
necesarias para que la vivienda des-
ocupada no vuelva a ser usada para 
vivienda humana; si los habitantes 
de las viviendas ubicadas en sitios de 
alto riesgo rehúsan abandonar el sitio, 
deberán ordenar la desocupación con 
la ayuda de las autoridades de policía, 
y la demolición de las ediﬁcaciones 
BGFDUBEBT
Al tratar la función pública como pro-
cesos, se hace menester indicar entre 
otros que el plan de ordenamiento 
territorial del Distrito se ejerce 
mediante la acción urbanística de las 
FOUJEBEFTBDBSHP&TUPIBDFSFGFSFODJB
a las decisiones administrativas y a las 
actuaciones urbanísticas, relacionadas 
con el mismo plan de ordenamiento y 
MB JOUFSWFODJØOFO MPTVTPTEFM TVFMP
Así también deberán determinarse las 
zonas no urbanizables que presenten 
riesgos para la localización de asen-
tamientos humanos, por amenazas 
naturales, o que presenten condicio-
nes insalubres para la vivienda; debe-
rán localizarse las zonas críticas para 
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recuperar y controlar la prevención de 
desastres, así como las áreas con ﬁnes 
EFDPOTFSWBDJØOZSFDVQFSBDJØO
Así también la Administración distri-
tal está a cargo del traslado de la fami-
lia a otro sitio de la ciudad, velando 
por la integración social y econó-
mica que garantice el bienestar de las 
GBNJMJBT 1BSB FTUP EFCFSÈ adelantar 
las acciones necesarias para preve-
nir, mitigar y controlar los impactos 
socio-económicos que se originan por 
el traslado de las familias, para así lle-
var los principios de legalidad, inte-
gridad, trasparencia y equidad, de tal 
forma que cada uno de los participan-
tes cuente con las garantías necesa-
rias en relación con la condición de su 
SFMPDBMJ[BDJØO
Esto indica las medias para la pre-
vención y mitigación de situaciones 
especíﬁcas y concretas que pueden 
generar riesgo público, por lo que se 
deberá asignar recursos a la Direc-
ción de Prevención y Atención de 
Emergencias y al Fondo de Preven-
ción y atención de Emergencias, para 
que acudan en estas situaciones y por 
ende, den el pago de la ayuda de relo-
calización transitoria que se requiere 
por un periodo de seis meses, después 
de este tiempo, la autoridad compe-
UFOUFBTVNJSÈFMQBHPEFMBTBZVEBT
Según la honorable Sala de la 
Corte Constitucional, en Sentencia 
5MPTEFSFDIPTDPOTUJUVDJPOB-
les de desarrollo progresivo, como es 
el caso del derecho a la vivienda, sólo 
producen efectos una vez se cumplan 
ciertas características jurídicas y 
materiales los cuales la hacen posi-
CMF"QSJNFSBWJTUBEJDIPTEFSFDIPT
no son de protección inmediata por 
WÓBEFBDDJØOEFUVUFMB4JOFNCBSHP
una vez dadas las condiciones señala-
das, el derecho toma fuerza vinculante 
y sobre su contenido se extenderá la 
protección constitucional, a través de 
MBTBDDJPOFTFTUBCMFDJEBTDPOFTUFmO
Bien así, el derecho a la vivienda es 
más un derecho objetivo de carácter 
asistencial y deberá ser promovido por 
QBSUFEFMBBENJOJTUSBDJØOQÞCMJDB
Ahora bien citando la Sentencia 
5 DVBOEP TF QVFEF FWJEFO-
ciar una afectación del mínimo vital, 
especialmente en personas que se 
encontraran en situación de debilidad 
maniﬁesta, la autoridad debía proce-
der para adoptar las medidas tenden-
UFTBDPOKVSBSMBWVMOFSBDJØOBMFHBEB
La deﬁnición del Estado Social de 
Derecho trae como consecuencia 
indiscutible el compromiso de la 
organización estatal con la garantía 
efectiva de los derechos económicos, 
TPDJBMFT Z DVMUVSBMFT &T BTÓ DPNP MBT
entidades del Estado deberán afron-
tar las necesidades de la colectividad 
y más cuando como ﬁn esencial del 
Estado está la protección a la vida y la 
integridad de las personas, con el pro-
pósito de suplir las necesidades que 
resultan de acontecimientos natura-
les; en atención a las circunstancias 
del caso concreto, tutelar la defensa 
del derecho, la protección constitu-
cional resulta necesario de cara a las 
circunstancias de debilidad maniﬁesta 
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en las que se encuentran sujetos, que 
en razón de sus condiciones físicas, 
mentales o económicas requieren la 
FTQFDJBMQSPUFDDJØOEFM&TUBEP
Al hacer referencia a los anteceden-
tes investigativos respecto del objeto 
de investigación que nos atañe, es 
decir, el principio de la conﬁanza legí-
tima, es preciso traer a colación varios 
autores que al igual que nosotros se 
han interesado por el estudio de este 
QSJODJQJP&T JNQPSUBOUF SFTBMUBSRVF
en su mayoría estos autores muestran 
una posición garantista al momento 
de realizar su exposición, mientras 
otros tantos asumen una tendencia 
DPOUSBDUVBMJTUB
Así encontramos a Bermúdez Soto, 
quien sostiene que la relación exis-
tente entre el ciudadano y la Admi-
nistración tiene como instrumento 
jurídico relacional por antonomasia el 
acto administrativo, el cual se deﬁne 
como la decisión de aplicación del 
ordenamiento jurídico que cuenta 
con autoridad y exigibilidad frente a 
TVT EFTUJOBUBSJPT FTUP FT VOJMBUFSBM
Como consecuencia, el ciudadano 
debe contar, de algún modo, con ins-
trumentos que le permitan confrontar 
a los poderes unilaterales de la Admi-
OJTUSBDJØO 1ÞCMJDB 6OP EF FMMPT MP
aportará la protección de la conﬁanza 
legítima, o la seguridad de que su con-
ﬁanza en la actuación pública no será 
USBJDJPOBEB&TEFDJSRVFQBSBQPEFS
conﬁar en los administradores o en 
quienes toman las decisiones concer-
nientes a los administrados, es necesa-
rio contar con medidas institucionales 
y reglamentarias que permitan modu-
lar la efectividad de ciertos princi-
pios que aprueben la conﬁanza en las 
reglas del juego y en que éstas se man-
UFOESÈO2
Si bien es cierto, la protección al 
principio de la conﬁanza legítima se 
fundamenta en la conﬁanza que el 
comportamiento de la administra-
ción pública genera en el ciudadano, 
así el comportamiento debe ceñirse al 
marco legal y debe estar orientado a la 
QSPUFDDJØOEFMJOUFSÏTQÞCMJDP
Esta conﬁanza rige la relación entre 
MPT BENJOJTUSBEPT Z FM &TUBEP 1PS
consiguiente, este último debe reco-
nocer la naturaleza legítima de las 
expectativas basadas en sus propias 
acciones reiterativas previas, así como 
también respetar dichas expectati-
vas, impidiéndosele que las modiﬁque 
irracional, abrupta o repentinamente 
y sin advertir sobre los efectos que 
EJDIBTNPEJmDBDJPOFTQPESÓBODBVTBS
Por lo tanto, en la relación jurídica 
que se establece con la Administra-
ción, el administrado debe poder con-
ﬁar en el acto administrativo, y en lo 
que el mismo otorga, permite o auto-
SJ[B &T JODPODFCJCMF FO FMNBSDP EF
la administración pública una rela-
ción Estado-ciudadano en la en que 
2 #&3.Á%&;+PSHFi&M1SJODJQJPEF$PO-
ﬁanza Legítima en la Actuación de la 
Administración como Límite a la Potestad 
*OWBMJEBUPSJBw&ORevista de Derecho7PM
97***/¡EJDJFNCSFQQ
Disponible en internet: IUUQXXXTDJFMP
DMTDJFMPQIQ
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la presunción del cumplimiento de lo 
prometido por la administración sea 
OFHBUJWB
Así los principios constitucionales 
de un Estado de Derecho y de segu-
ridad bajo circunstancias políticas, 
sociales, económicas entre otras, en 
que la conﬁanza legítima debe y tiene 
que estar reconocida, así como, plas-
mada en el ordenamiento jurídico, 
tal como lo han acogido otros Esta-
dos, como lo son Alemania, Italia y 
Venezuela, entre otros, las que man-
teniendo su misma estructura cons-
titucional han logrado incorporar 
este principio a las relaciones de sus 
BENJOJTUSBEPT&TUBEP
Es así como lo señalado anterior-
mente, funda varias expectativas de 
que a futuro la legislación reconozca 
y garantice el principio de la con-
ﬁanza legítima en el ámbito constitu-
cional, mejorando así las actuaciones 
de los entes administrativos frente 
a sus subordinados, con el objeto de 
 #3&8&3$"3¶"4 "MMBO 3 i"MHVOPT
principios generales del Derecho Admi-
nistrativo en Venezuela, en particular, 
sobre el procedimiento administrativo y 
MPT FGFDUPT EFM TJMFODJP BENJOJTUSBUJWPw
En: IV Congreso Internacional y V Con-
greso Mexicano de Derecho Adminis-
USBUJWP /FX :PSL  %JTQPOJCMF FO
JOUFSOFU IUUQXXXCSFXFSDBSJBTDPN
$POUFOUEGDCCBC
FGCGFB$POUFOU* 
13*/$*1*04(&/&3"-
-&440#3&&-130$& -
%*.*&/50:4*-&/$*0
"%.*/*453"5*70"$POHSFTP
%"1VFCMBEPQEG
proteger el derecho propio de cada 
JOEJWJEVP 
Por ende, la aplicación del principio 
de la conﬁanza legítima no libera a 
la administración del deber de diri-
gir sus actos u omisiones irregulares, 
sino que le impone la obligación de 
hacerlo de manera tal que no se atro-
pellen los derechos fundamentales de 
MPTBTPDJBEPT
El principio de la conﬁanza legítima 
tiene fundamento constitucional 
toda vez, que el Estado, en función 
de la buena fe, debe proporcionarle 
a los afectados, tiempo y medios que 
les permitan adaptarse a las nuevas 
situaciones que se le presentan por la 
OVFWBEFDJTJØOEFMBBENJOJTUSBDJØO
Este principio, como mandato inspi-
rado y retroalimentado por el princi-
pio de la buena fe, por el Estado Social 
de Derecho y por otros derechos y 
principios, consiste en que la admi-
nistración no puede repentinamente 
cambiar unas condiciones que directa 
o indirectamente permitían a los 
administrados ciertas situaciones, sin 
que se otorgue un período razonable 
de transición o una solución para los 
problemas derivados de su acción u 
PNJTJØO1PSMPBOUFSJPSTFBmSNBRVF
el principio de la conﬁanza legítima 
 "-7&"-4VTBOB:BDRVFMJOOFi$POmBO[B
legítima”; VI congreso estudiantil de dere-
cho y teoría constitucional. Universidad 
"VUØOPNBEF$IJMF%JTQPOJCMF FO JOUFS-
OFU IUUQXXXDPOHSFTPDPOTUJUVDJPOBM
DMVQMPBE4VTBOB"MWFBMFU
BM@QEG
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debe regularse normativamente en 
una ley, al no ser considerado como 
derecho fundamental en la Constitu-
DJØO1PMÓUJDBEF5
Si bien el principio de la conﬁanza 
legítima se encuentra ligado a la 
buena fe, por ende las relaciones 
existentes entre los administrados y 
la Administración debe fundamen-
tarse en este principio para que le 
dé bases sólidas a la conﬁanza legí-
tima, estos principios deberán llevar 
intrínsecos dos elementos esenciales 
como lo son: la lealtad y la transpa-
SFODJB -B USBTQBSFODJB QSJNPSEJBM-
mente en el sentido en que implica 
relacionar los aspectos relevantes en 
la relación jurídica existente entre las 
partes y determinar sus conductas; 
en cuanto a la lealtad, busca la no vio-
lación de las promesas ni de los actos 
originarios que dieron lugar a la rela-
ción jurídica además invoca que los 
actos posteriores le sean coherentes 
ZBSNØOJDPT6
Al hacer alusión a los fundamen-
tos doctrinales de los que se parte, 
es deber indicar que la clave episte-
mológica que estriba en esta inves-
tigación es el principio de conﬁanza 
5 .&+¶""MFYBOESB $PODFQUP #ÈTJDPT EFM
%FTBSSPMMP5FSSJUPSJBM%JTQPOJCMFFOJOUFS-
OFU IUUQXXXBMFNFWB[DPN
FMQSJODJQJPEFMBDPOGJBO[BMFHJUJNB
IUNM
6 7*"/"$-&7&4."3¶" +04²&MQSJO-
cipio de Conﬁanza Legítima en el derecho 
"ENJOJTUSBUJWPDPMPNCJBOP#PHPUÈ6OJ-
WFSTJEBE&YUFSOBEPEF$PMPNCJBQ

legítima7 como fundamento del dere-
cho público, toda vez que por medio 
de éste los administrados adquieren la 
expectativa justiﬁcada de verse inne-
gablemente respetados por la actitud 
adecuada de los representantes de los 
poderes públicos, en consideración a 
MPTEFSFDIPTEFMPTNJTNPT&TUFQSJO-
cipio tiene como objetivos fundamen-
tales: la protección a los derechos y 
garantías de los individuos, en razón 
a las actuaciones del Estado; la ins-
tauración de la convicción de que el 
administrado como sujeto pasivo en 
una sociedad tenga la conﬁanza en la 
práctica de la seguridad jurídica esta-
blecida a través del orden público, y el 
Fortalecimiento del bien común por 
medio de la auto limitación del Estado, 
FOGVODJØOEFMPTBENJOJTUSBEPT"TÓ
la conﬁanza legítima tiene sustento en 
una serie de principios fundamentales 
y básicos de todo derecho, tales como: 
el Estado de Derecho, la seguridad 
jurídica, los derechos fundamentales, 
la equidad natural, la buena fe, y los 
EFSFDIPTBERVJSJEPT
En cuanto a las ﬁsuras epistemológi-
cas, aludiremos como punto central 
del quebrantamiento del principio de 
la conﬁanza legítima, la no aplicación 
de varios de los objetivos fundamen-
tales expuestos en el trasegar de las 
7 "-7&"- 4VTBOB :BDRVFMJOOF $POmBO[B
MFHÓUJNB &O 7* DPOHSFTP FTUVEJBOUJM EF
EFSFDIP Z UFPSÓB DPOTUJUVDJPOBM 6OJWFS-
TJEBE "VUØOPNB EF $IJMF %JTQPOJCMF FO
JOUFSOFU IUUQXXXDPOHSFTPDPOTUJUV-
DJPOBMDMVQMPBE4VTBOB"MWFBM
FUBM@QEG
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claves epistemológicas, tales como: la 
protección de los derechos y garan-
tías de los individuos en razón a las 
actuaciones del Estado y la conﬁanza 
que debe tener el administrado en las 
prácticas establecidas para el orden 
QÞCMJDP &TUP DPCSB JNQPSUBODJB FO
el indebido gestionar de la Adminis-
tración Distrital, toda vez que ésta se 
ha olvidado de la situación de vulne-
rabilidad en la que se encuentran las 
familias de Barrio Juan José Rondón, 
incumpliendo así con su deber consti-
tucional de proteger la vida e integri-
dad de las personas y además de esto, 
irrespetando los derechos adquiridos 
por las mismas a la hora de la reloca-
lización, hecho que perjudica grave-
mente la conﬁanza depositada en la 
"ENJOJTUSBDJØO
En consecuencia, es menester preci-
sar que la brecha epistemológica que 
subsume esta investigación es la utili-
zación y la aplicación de la Teoría de 
las tres esferas propuesta por Robert 
Alexy, con lo que se pretende hacer 
una ponderación de los derechos, tra-
tando de encontrar en ésta la posi-
CMF TPMVDJØO BM DPOnJDUP TVTDJUBEP
Agregamos también como posible 
solución, la normativización y positi-
vización del principio de la conﬁanza 
legítima en la legislación Colom-
biana, toda vez que éste se encuentra 
inmerso en los postulados del princi-
QJPEFMBCVFOBGFEFM&TUBEP&MIBDFS
una tarea disyuntiva entre estos dos 
principios permitiría la validación y 
separación de la conﬁanza legítima, 
concediéndole validez constitucional 
ZMFHBM
El campo teórico desde el que se actúa 
en esta investigación es la sociolo-
gía jurídica8, la cual tiene por objeto 
el estudio de los comportamientos 
humanos en cuanto se adecuan subje-
tivamente por un ordenamiento jurí-
EJDP DPOTJEFSBEP WÈMJEP &TUB DJFODJB
pretende entender la acción social, 
para luego explicar el porqué de sus 
motivos, sus causas y cuál es su desa-
SSPMMPZFGFDUPT&TEFDJSFTUBSBNBEF
la sociología se encarga de analizar los 
problemas, implicaciones, objetivos y 
todo lo referente a las relaciones entre 
FM%FSFDIPZMBTPDJFEBE
En consecuencia, la novedad instru-
mental a emplear será “La teoría de 
las tres esferas de Robert Alexy” en 
que se expone que en la aplicación de 
los principios se debe tener en cuenta 
a diferencia de la reglas, entendiendo 
ÏTUBTDPNPOPSNBTKVSÓEJDBT-BDPO-
cepción de mandatos de posibilida-
des fácticas en la aplicación judicial 
del derecho9 &TUP FO MBNFEJEB SFBM
de acopio, atendiendo a caracterís-
ticas de resultado y cumplimiento 
y teniendo condiciones de determi-
nación, diversidad de grado de com-
plejidad, posibilidades fácticas y 
KVSÓEJDBTEFPQFSBUJWJEBE"IPSBCJFO
una norma de derecho fundamental, 
8 '"3*º"4%6-$&.BSÓB +PTÏ La socio-
logía del derecho de Max Weber. México 
%' 6OJWFSTJEBE /BDJPOBM "VUØOPNB EF
.ÏYJDP
9 $"33*--0:F[JETemas y problemas de 
la ﬁlosof ía del derecho. 1SJNFSB FEJDJØO
Bogotá, Colombia: Editorial doctrina y ley, 
Q
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según su estructura puede ser princi-
QJPPSFHMB-PTQSJODJQJPTTPOOPSNBT
que ordenan que algo sea realizado en 
la mayor medida posible, dentro de las 
QPTJCJMJEBEFTKVSÓEJDBTFYJTUFOUFT1PS
lo tanto los principios son mandatos 
EFPQUJNJ[BDJØO
Respecto a una clasiﬁcación jerár-
quica de derechos, Serna propone: 

 EFSFDIP B MB EJHOJEBE IVNBOB Z
sus derivados; 2) Derecho a la vida y 
TVT EFSJWBEPT 
 EFSFDIP B MB MJCFS-
UBE GÓTJDB
SFTUBOUFTEFSFDIPTEF MB
personalidad; 5) derecho a la informa-
ción; 6) derecho de asociación; 7) los 
restantes derechos individuales y 8) 
MPTEFSFDIPTQBUSJNPOJBMFT
Es entonces cuando notamos una ten-
sión existente entre el principio de la 
conﬁanza legítima que han depositado 
los ciudadanos, y el derecho a la vida 
como fundamental en un Estado Social 
de Derecho, en que se debe hacer una 
ponderación que permita el mandato 
optimización del pleno ejercicio de 
MPTEFSFDIPTGVOEBNFOUBMFT#JFOBTÓ
la interpretación del precepto consti-
tucional del derecho que se enfrente, 
JNQMJDBFYBNJOBSEFTEFTVDPOUFOJEP
Es así que se fundamenta en valores 
individuales y sociales que le otorgan 
un alcance amplio, delimitando desde 
el bien protegido por el derecho, la 
 ALEXY, Robert, Teoría de los derechos fun-
damentales, centro de estudios constitucio-
nales..BESJE
 4&3/" 1FESP Z 50--&3 'FSOBOEPLa 
interpretación constitucional de los dere-
chos fundamentales. Buenos Aires: La ley, 

ﬁnalidad del mismo, su núcleo cons-
titucional, que al ser determinado en 
circunstancias concretas, no es excep-
DJPOBM%F UBM GPSNB RVF TV FKFSDJDJP
razonable, en un Estado social demo-
crático como el nuestro, donde la paz 
social y el orden político democrá-
tico se basan, entre otras cosas, en los 
derechos fundamentales, el mínimo 
de ese derecho fundamental debe 
quedar salvaguardado, para no llegar 
a la anulación de alguno de los dere-
DIPTFODPOUSBQPTJDJØO
Es menester indicar que los límites 
obedecen también a un principio de 
legalidad que consiste en no restrin-
gir previamente el ejercicio de nin-
gún derecho, simplemente ejercer a 
posterior la acción administrativa o 
jurisdiccional que proceda para estos 
casos, cuando en ejercicio de un acto 
absolutamente libre, se violente un 
EFSFDIP BKFOP -B UJQJmDBDJØO EF MBT
conductas previas al hecho en la ley 
de que se trate, como formalidad legal 
prevista en el ordenamiento jurídico, 
opera como barrera defensiva del 
EFSFDIP
Para resolver los conﬂictos de dere-
chos se utilizan tradicionalmente dos 
métodos, el de jerarquización y el de 
ponderación llamado también balan-
cing &O FM QSJNFSP FM DPOnJDUP TF
resuelve sacriﬁcando un derecho en 
beneﬁcio del otro, cuando entran en 
conﬂicto dos derechos el intérprete 
no busca armonizarlos, sino que sacri-
ﬁca el de menor rango en aras del que 
se considera de nivel superior, pero 
como no todos los derechos tienen la 
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misma jerarquía, en caso de conﬂicto 
prevalece el de mayor rango, para 
ello se tiene que determinar la jerar-
RVÓB EF DBEB WBMPS -B QSJODJQBM GBM-
silla hermenéutica propuesta deberá 
ser la distinción entre derechos fun-
damentales y normas de derecho 
fundamental, y buscar la armoniza-
ción en el nivel de los derechos, no de 
MBTNFSBTOPSNBT&TUBBSNPOJ[BDJØO
nos ha dilucidado en la triangulación 
metodológica que necesariamente 
pase por la determinación de lo que 
se ha dado en llamar contenido esen-
cial de los derechos fundamentales, 
la cual consiste en mirar hacia los 
límites internos de cada derecho en 
litigio, hacia su naturaleza, hacia el 
bien jurídico tutelado, hacia su ﬁna-
lidad y su ejercicio funcional: es aten-
der a sus respectivos contornos y a 
sus esferas de funcionamiento razo-
nable, y al que es preferible llamar 
simplemente contenido del derecho, 
prescindiendo de núcleos duros y 
QFSJGFSJBTEJTQPOJCMFT
Al resolver el litigio que involucre 
derechos fundamentales, de lo que se 
tratará es de resolver el caso mediante 
una solución que se ajuste al respeto de 
los concernientes contenidos esencia-
les, evitando así que se frustre el ejer-
cicio legítimo de uno de ellos, y para 
conseguirlo se requiere abandonar la 
consideración de los derechos como 
realidades ilimitadas y teleológJDBT
Es primordial declarar que el método 
cualitativo que se utiliza es la fenome-
nología, puesto que a través de su apli-
cación es viable conocer la afectación 
social, económica y familiar sufrida 
por los habitantes del barrio Juan 
José Rondón a causa de la ola inver-
nal y el posterior incumplimiento por 
QBSUFEFM%JTUSJUP&OMBBQMJDBDJØOEF
este método dejamos de lado la parte 
jurídica, legal y dogmática, para con-
centrar el análisis únicamente en los 
BGFDUBEPT
En consecuencia a lo expuesto, es 
preciso decantar que la tipología de 
casos es de dos clases, uno revelador 
y otro crítico; el caso revelador es el 
de la señora Oliva Rivera afectada 
directa por los problemas anterior-
mente mencionados, vive con sus dos 
hijos mayores de edad, su nuera y tres 
nietos todos menores de edad, actual-
mente no cuenta con un trabajo esta-
ble, razón por la cual se vio obligada 
a regresar a habitar su vivienda, la 
cual se encuentra ubicada en la zona 
de alto riesgo; el caso crítico es el del 
señor Domingo Paternina también 
es afectado directo, actualmente vive 
en la zona de alto riesgo junto con su 
esposa y tres hijos menores de edad, 
es el encargado de suplir todos los 
gastos de la casa puesto que su esposa 
no cuenta con trabajo, además de 
esto, está pagando aún las cuotas de 
TVWJWJFOEB&TQSFDJTP JOEJDBSRVF MB
población seleccionada son los habi-
tantes del barrio Juan José Rondón 
afectados por el deslizamiento de tie-
rra a causa de la ola invernal del año 
ZMBNVFTUSBBFYBNJOBSTPOMBT
familias relocalizadas y cobijadas con 
el pago de ayudas económicas por 
QBSUFEFM%JTUSJUP
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En lo que respecta a los obstáculos 
para el acceso a la muestra debemos 
mencionar como único gran obstá-
culo el ingreso a la zona de alto riesgo 
puesto que el terreno cada vez se debi-
lita más, lo que hace que el camino de 
entrada sea bastante peligroso para 
MPT JOWFTUJHBEPSFT "IPSB CJFO FO
cuanto a los factores facilitadores con-
tamos con anteriores visitas a la zona, 
conocimiento previo de la población 
y los temas a tratar, trato cordial, res-
petuoso y comprensivo de los inves-
tigadores con los entrevistados, y la 
elocuencia de los investigadores al 
NPNFOUP EF SFBMJ[BS MBT FOUSFWJTUBT
El instrumento destinado para esta 
investigación es la entrevista emer-
gente, en la cual trazamos una pre-
gunta de apertura y otra de cierre, las 
demás preguntas dependerán de cada 
caso en particular, las respuestas y la 
EJTQPTJDJØOEFMPTFOUSFWJTUBEPT
La unidad de análisis planteada para 
la aplicación de este método cualita-
tivo comprende “los perjuicios oca-
sionados a causa del incumplimiento 
de los compromisos pactados por la 
"ENJOJTUSBDJØO%JTUSJUBMw-BSFMBDJØO
intrínseca de ésta con las claves epis-
temológicas declaradas en el capítulo 
anterior adquiere sentido en tanto a 
que se ha concebido el principio de la 
conﬁanza legítima como fundamento 
EFMEFSFDIPQÞCMJDP1PSFOEFBMSFB-
lizar el estudio de los perjuicios oca-
sionados por el Distrito como parte 
del poder público se podrá dilucidar 
los efectos y consecuencias que ha 
tenido sobre las familias afectadas del 
barrio Juan José Rondón el trasegar 
de la actuación de la Administración 
%JTUSJUBM4VTDBUFHPSÓBTEFBOÈMJTJTTF
enmarcan en “perjuicios económicos” 
como primera categoría, y “perjuicios 
patrimoniales” como segunda catego-
ría, la relación de estas con las ﬁsuras 
epistemológicas se fundamenta en el 
quebrantamiento de la protección de 
los derechos y garantías de los afec-
tados en cuanto a las actuaciones de 
la Administración Distrital, toda vez 
que ésta además de incumplir lo pac-
tado, no ha dado respuesta alguna a 
las acciones legales emprendidas por 
los afectados con el ﬁn de exigir el 
cumplimiento de los derechos adqui-
ridos y el respeto a las garantías que el 
&TUBEP4PDJBMEF%FSFDIPPUPSHB
La aplicación del instrumento aquí 
utilizado, es decir, la entrevista emer-
gente, arrojó como resultado lo 
siguiente:
En cuanto al comportamiento de la 
categoría “perjuicios económicos” 
se pudo evidenciar en el caso reve-
lador que los continuos traslados de 
una vivienda a otra provocó varias 
ausencias a su lugar de trabajo lo que 
trajo como consecuencia irrefutable 
MBQÏSEJEBEFMNJTNP-PTEPTDBTPT
tanto revelador como crítico, asegu-
ran haber gastado grandes sumas de 
dinero en cánones de arrendamiento 
durante el tiempo que estuvieron lejos 
EF TVT WJWJFOEBT &T JNQPSUBOUF QSF-
cisar que estas personas son de bajos 
recursos, su nivel salarial es mínimo 
y tuvieron que invertir casi la totali-
dad de sus sueldos en arriendo, lo que 
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complicó gravemente su calidad de 
WJEB"EFNÈTEFMBTFMFWBEBTTVNBTEF
dinero canceladas en arriendos, estas 
personas también dejaron de perci-
bir cánones de arrendamiento de los 
BQBSUBNFOUPT ZP IBCJUBDJPOFT RVF
UFOÓBOFOBMRVJMFSFOTVTWJWJFOEBT
En lo que respecta al comportamiento 
de la categoría “perjuicios patrimonia-
les”, el deslizamiento de tierra ocurrido 
en el terreno donde se encuentran 
ubicadas las viviendas trajo como 
consecuencia la afectación grave en 
la estructura de las viviendas, único 
QBUSJNPOJP GBNJMJBS $POTFDVFOUF-
mente a este desafortunado evento, 
las familias que habitaban allí tuvieron 
que desalojar la zona, lo que dio pie a 
continuos hurtos de bienes muebles 
pertenecientes a las viviendas, tales 
como losas sanitarias, medidores de 
TFSWJDJPT QÞCMJDPT FOUSF PUSPT "EF-
más de esto, estas familias también 
se exponen a la pérdida deﬁnitiva de 
sus viviendas, puesto que las lluvias no 
han cesado y el terreno cada vez está 
NÈTEÏCJM
Ahora bien, respecto a la valoración de 
la unidad de análisis “perjuicios oca-
sionados a causa del incumplimiento 
de los compromisos pactados por la 
Administración Distrital”, es trascen-
dental resaltar cómo además de los 
perjuicios económicos y patrimonia-
les anteriormente descritos, también 
han sufrido menoscabos familiares y 
sociales, tales como la división y sepa-
ración de las familias a causa de los 
continuos traslados y la falta de recur-
sos para satisfacer las necesidades de 
todos los miembros de la familia; y 
los problemas con los arrendatarios e 
inquilinos de las casas donde estuvie-
ron morando durante el tiempo que 
FTUVWJFSPOGVFSBEFTVTWJWJFOEBT"TÓ
mismo, también se ha visto afectada 
su calidad de vida, toda vez que se 
encuentran habitando sus viviendas 
en condiciones no dignas, sin la pres-
tación de los servicios públicos esen-
ciales y sin los elementos necesarios 
QBSB MB IBCJUBCJMJEBE %F FTUB GPSNB
se logra demostrar las graves afecta-
ciones sufridas por estas familias y el 
inminente olvido de las mismas por 
QBSUFEFMB"ENJOJTUSBDJØO%JTUSJUBM
En lo concerniente a la argumenta-
ción de los resultados de la triangu-
lación, en un enfrentamiento entre la 
gestión administrativa como proceso 
de la administración y protección de 
la vida de las personas, desencade-
nante de la vulneración al principio de 
la conﬁanza legítima, bien así la rela-
ción existente entre el ciudadano y la 
Administración tiene como instru-
mento jurídico relacionar la magniﬁ-
cencia del acto administrativo, el cual 
se deﬁne como la decisión de aplica-
ción del ordenamiento jurídico que 
cuenta con autoridad y exigibilidad 
GSFOUFBTVTEFTUJOBUBSJPT&TQPSFTUP
que la protección de la conﬁanza legí-
tima es desencadenante de la seguri-
dad para los administrados, de que su 
conﬁanza en la actuación pública no 
TFSÈBGFDUBEB1PSFOEFQBSBRVFFTUB
conﬁanza que se deposita en los admi-
nistradores en representación de la 
administración y que hace afectación 
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directa a los administrados, es nece-
sario contar con reguladas medidas 
que permitan modular la efectividad 
de ciertos principios que aprueben la 
DPOmBO[B
Es aquí donde la teoría de las tres esfe-
ras de Robert Alexy nos llama a rea-
lizar una ponderación, de tal manera 
que de este conﬂicto suscitado nos 
pone de intermedio una salida como 
QPTJCMF TPMVDJØO BM DPOnJDUP &O FTUF
caso se deberá hacer la distinción 
descollante entre los derechos fun-
damentales y las normas de derecho 
fundamental, con el ﬁn de buscar la 
armonización en el nivel de los dere-
DIPT $PO FM mO EF BUFOEFS TVT SFT-
pectivos lindes y a sus esferas de 
GVODJPOBNJFOUPSB[POBCMF
Al resolver el litigio que involucre 
derechos fundamentales, de lo que se 
tratará es de resolver el caso mediante 
una solución que se ajuste al respeto de 
los concernientes contenidos esencia-
les, evitando así que se frustre el ejer-
cicio legítimo de uno de ellos, y para 
conseguirlo se requiere abandonar la 
consideración de los derechos como 
SFBMJEBEFTJMJNJUBEBTZUFMFPMØHJDBT
Bien así, la interpretación del pre-
cepto constitucional como los con-
TBHSBEPT FO MPT BSUÓDVMPT  Z  EF
la Constitución Política nos permite 
detectar que la novedad instrumen-
tal pertinente en la investigación 
que nos atañe son los ﬁnes esenciales 
del estado, donde se promulga como 
objetivo fundamental de Estado el 
mejoramiento de la calidad de vida de 
la población, garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Carta, así como la 
solución de las necesidades insatisfe-
chas de saneamiento ambiental, agua 
QPUBCMFFOUSFPUSPT1PSFTUPFMEFSF-
cho que se enfrenta implica examinar 
desde su contenido, dado que se fun-
damenta en valores, tanto individua-
les como sociales que le otorgan un 
alcance amplio, que permita delimitar 
desde el bien jurídico tutelado por el 
derecho, así como su ﬁnalidad, pues 
son esos elementos los que un Estado 
Social de Derecho principia la Cons-
titución y el cómo ratiﬁcar la preva-
MFODJB EFM JOUFSÏT HFOFSBM &O SB[ØO
de ello es precisamente que tanto los 
ﬁnes del Estado como la conﬁanza 
legítima deben estar encaminados a 
construir sociedad sin el menoscabo 
EFMBDPMFDUJWJEBE
Con respecto al concepto de los ﬁnes 
esenciales del Estado es importante 
precisar que la extensión de las atribu-
ciones del Estado guarda una estrecha 
relación con las diversas tendencias o 
sistemas sociales, que históricamente 
han surgido en el transcurso de la 
FWPMVDJØO TPDJBM &O FM &TUBEP BDUVBM
de este debate, se precisan diversas 
tendencias que se disputan el lugar 
QSFFNJOFOUF&M MJCFSBMJTNPFM TPDJB-
lismo y el comunismo con sus nume-
SPTBTSBNBTZEFTWJBDJPOFT
En el ser humano existen elementos 
propios y vigorosos para estimular 
el desarrollo social que se debe con-
DSFUBS Z QSPUFHFS 4PO FTBT GVFS[BT
las que lo sostienen, sin necesidad de 
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intromisiones peligrosas que destru-
ZBO MBT MJCFSUBEFT GVOEBNFOUBMFT &T
el fortalecimiento de los intereses que 
tiene a su cargo el Estado bien así, el 
Estado sólo se justiﬁca por los servi-
cios públicos y por los ﬁnes sociales 
RVFUJFOFBTVDBSHP
Las tendencias socialistas, moder-
nas se sitúan desde la organización 
democrática del Estado Federal, el 
socialismo cristiano, o el socialismo 
integral o solidarista, hasta las tenden-
cias más radicales como el socialismo 
QMBOJmDBEP &M TPDJBMJTNP EF BDUVBMJ-
dad se nutre en los principios de un 
socialismo moderado, que se opone 
al principio colectivista del comu-
nismo, en sus dos corrientes princi-
pales: la organización soviética y la 
democracia popular china, apoyada 
en las grandes tesis del marxismo, la 
concepción materialista de la historia 
y la socialización de los instrumentos 
EFQSPEVDDJØO
El liberalismo como sistema o doc-
trina está liquidado o en proceso de su 
total liquidación, porque ha llenado 
su misión histórica y es una mera 
referencia a un sistema caduco en la 
historia de las instituciones políticas y 
FDPOØNJDBT
Liberalismo, desde los siglos XVIII y 
9*9BMBGFDIB3FTQFDUPBMWBMPSIJT-
tórico del liberalismo, nada tenemos 
que objetar, pues el liberalismo cum-
plió su misión gloriosa al destruir en 
su época las formas arcaicas de la vida 
social del Estado monárquico absolu-
tista y despótico, que amparaban inte-
SFTFTZQSFKVJDJPTEFPUSPTUJFNQPT
Los defensores actuales del libera-
lismo sostienen que éste es un sis-
tema de principios universales y 
hasta eternos, los cuales no podrán 
desaparecer, porque sobreviven en 
los principios o verdades que toda 
sociedad juzga como invariable, y 
agregan que muchos de los males de 
la era moderna, se deben al olvido o 
negación de esos valores o ideales del 
WJFKPMJCFSBMJTNP
El orden de nuestros días es radical-
mente diferente al orden que gobernó 
BM&TUBEPMJCFSBM&TUPOPTMMFWBBEFUFS-
minar cuál es la actividad general del 
Estado, es decir, lo que debe hacerse 
de acuerdo con el orden jurídico 
JNQFSBOUF FO VO QBÓT &M &TUBEP FT
una obra colectiva y artiﬁcial, creada 
QBSBPSEFOBSZTFSWJSBMBTPDJFEBE4V
existencia se justiﬁca por los ﬁnes que 
históricamente se le viene asignando, 
el Estado existe para realizar esos 
ﬁnes y se mantendrá en tanto se le 
encomienden esas metas,” El ﬁn his-
tórico-político es la razón por la que 
se integra un complejo de actividades; 
la idea de ﬁn tiene el signiﬁcado de 
intención, de objetivo o de voluntad 
EJSJHJEB%JDF37BO*IFSJOHFOFMmO
en el derecho “En el dominio del dere-
cho nada existe más que por el ﬁn, el 
derecho todo, no es más que una crea-
ción del ﬁn”, el Estado no debe ser una 
facción que gobierna con exclusivi-
dad, ni una organización al servicio 
EF HSVQPT QSJWJMFHJBEPT 4V mOBMJEBE
es servir a todos sin excepción, procu-
rando mantener el equilibrio y la justa 
BSNPOÓBEFMBWJEBTPDJBM-BJEFBEFl 
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interés público es determinante en las 
JOTUJUVDJPOFTQPMÓUJDBT'BWPSFDFSBVO
grupo con detrimento de otro, es crear 
profundas desigualdades sociales, que 
el Estado debe empeñarse en hacer-
las desaparecer o a lo menos atenuar-
MBT-B FYJHFODJB MØHJDBEFM&TUBEP TF
precisa por los ﬁnes o propósitos que 
una sociedad organizada le ha venido 
señalando de acuerdo con su propia 
OBUVSBMF[B
El Estado no debe tener otros ﬁnes que 
los de la sociedad, aunque ciertos ﬁnes 
forman tareas u operaciones técnicas 
de su actividad para facilitar o prepa-
rar el cumplimiento de los ﬁnes que se 
llevan a cabo en forma exclusiva o de 
facultades concurrentes con los parti-
DVMBSFT/POPTSFGFSJNPTBUPEPTMPT
ﬁnes sociales, sino a los ﬁnes objeti-
WPTEFM&TUBEP-B TPDJFEBEDPOTFSWB
un campo extenso de actividades bajo 
MBWJHJMBODJBZFTUÓNVMPEFM&TUBEP4V
capacidad general es la regla, la prohi-
CJDJØO FM MÓNJUFEF TV BDDJØO&TQPS
esta razón que el funcionario es limi-
tado en sus actividades, y no puede 
hacer otra cosa que lo que la ley le per-
NJUF4VDBQBDJEBEEFPCSBSFTFTUSJDUB
ZTVCPSEJOBEBBMJOUFSÏTHFOFSBM
Cuando estudiamos la teleología 
como un elemento intrínseco del 
Estado, que lo caracteriza como tal 
y hace que se le distinga de las otras 
sociedades humanas que no parti-
cipan del mismo ﬁn, veíamos que 
entre esos ﬁnes, entre los que trata de 
alcanzar el Estado con su actividad, 
se encuentra, en primer término, la 
EFGFOTB IBDJB FM FYUFSJPS &M &TUBEP
debe tener una organización que 
tenga en sí misma la fuerza necesaria 
suﬁciente para oponerse a cualquier 
invasión del territorio nacional, si los 
ﬁnes del Estado son de tal naturaleza, 
que su realización se imponga necesa-
riamente, si son algo que necesitan los 
individuos para su perfeccionamiento 
y su desarrollo, entonces el Estado 
RVFEBSÈKVTUJmDBEP
Para Groppali, existen dos tendencias 
fundamentales: 

 -BRVFTPTUJFOFRVFFMmOEFUPEP
Estado es la conservación y el, 
CJFOFTUBSEFMPTJOEJWJEVPT
2)  La que aﬁrma que el Estado es el 
mO Z MPT JOEJWJEVPT TPO FMNFEJP
Ambas doctrinas, llevadas a su 
extremo, tal como las hemos ex- 
puesto, son unilaterales e inexora-
CMFT
No hay que confundir los ﬁnes con-
cretos individuales de un momento 
dado, con los ﬁnes del elemento 
humano como parte sustancial del 
Estado, considerado ese elemento 
EF NBOFSB BCTUSBDUB &M &TUBEP FO
su independencia y soberanía, repre-
senta un valor absoluto, pero la esfera 
de derechos naturales primarios de 
la persona humana signiﬁca, igual-
mente, un valor absoluto, un valor 
que también tiene el primer orden 
FO MB KFSBSRVÓB &M &TUBEP RVF OP MB
respeta, que invade esa esfera, que 
MB BOVMB OJFHB TV QSPQJB OBUVSBMF[B
Para decirlo citando a Cicerón, “se 
EFTUSVZF B TÓNJTNPw &M &TUBEP Z MB
persona humana no son dos valores 
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antitéticos, sino complementarios; no 
debe hacerse abstracción del indivi-
duo, sino considerarlo como miembro 
de una sociedad organizada política-
mente; como miembro, como parte 
JOUFHSBOUFEFM&TUBEP
La visión del Estado de derecho está 
librada a un obrar ético y a los ﬁnes 
del propio Estado con relación al 
actuar individual, toda vez que ese 
obrar individual debe contribuir a la 
TPMJEBSJEBE Z BM QSPHSFTP HFOFSBM -B
crítica a esa doctrina se ha fundado en 
sostener que se trataría de una tauto-
logía y que en deﬁnitiva queda supe-
ditada a un obrar ético individual y 
OPBVOSFRVJTJUPQSPQJPEFMTJTUFNB
Cuando se plantea la obligación del 
Estado respecto a su derecho, acom-
paña a todo principio jurídico la segu-
ridad de que el Estado se obliga a sí 
NJTNPBDVNQMJSMP&MMPFTVOBHBSBO-
UÓB QBSB MPT TPNFUJEPT BM EFSFDIP &M
Estado se obliga a sí mismo en el acto 
de crear un derecho respecto a sus 
súbditos, cualquiera que sea el modo 
como el derecho nazca, a aplicarlo y 
NBOUFOFSMP
El derecho en sus últimos fundamen-
tos no tiene carácter de creador, tiene 
una determinada fuerza normativa 
y trasformadora de la sociedad; pero 
el contenido de esa trasformación lo 
QSFTUBMBFWPMVDJØOIJTUØSJDPTPDJBM-B
positividad del derecho descansa, en 
última instancia, en la convicción de 
su obligatoriedad, sobre el elemento 
puramente subjetivo se ediﬁca todo 
el orden jurídico, así el derecho es 
obligatorio aun para el mismo Estado 
que se obliga mediante el principio de 
auto obligación moral, que tiene una 
naturaleza meta-jurídica y estricta-
NFOUFÏUJDB
Conclusiones
El hallazgo de los resultados en la 
evaluación administrativa propuesta, 
nos ha permitido dilucidar, que el 
cumplimiento de los pactos contraí-
dos con los administrados encajará 
en una relación armónica entre la 
Administración y los administrados, 
dando ﬁel cumplimiento a los ﬁnes 
FTFODJBMFTEFM&TUBEP
Como fundamento de lo anterior, es 
menester recalcar que la protección a 
la vida y la integridad de las personas 
está a cargo del Estado y a éste atañe 
los debidos procesos que la adminis-
tración ha encaminado para prestar la 
protección a la comunidad del barrio 
Juan José Rondon afectada, si bien es 
cierto que los anteriores presupuestos 
no fueron aplicados de la manera más 
acorde a los principios y fundamentos 
de derecho, es esto mismo lo que nos 
permitió encaminar la novedad ins-
trumental de esta investigación hacia 
MPTmOFTFTFODJBMFTEFM&TUBEP
Así a lo anterior se nos ha permi-
tido argumentar que en los resulta-
dos de la triangulación metodológica 
realizada y según los instrumentos 
cientíﬁcos utilizados, hemos debido 
precisar que en el caso en concreto 
que nos atañe en esta investigación, 
nos hemos permitido retraer de nues-
tro ordenamiento jurídico, así, como 
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lo estipula en su artículo 2 del título 
I de la Constitución Política, los ﬁnes 
esenciales del Estado colombiano, 
Servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, dere-
chos y deberes consagrados en la 
Constitución… Las autoridades de la 
Republica están instituidas para pro-
teger a todas las personas residentes 
en Colombia, en su vida, honra, bie-
nes… para asegurar el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado y de 
MPTQBSUJDVMBSFT 
Ahora bien, es ineludible resaltar que 
para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los 
particulares, existe una serie de accio-
nes constitucionales y legales que en 
el transcurso de este tiempo la comu-
nidad afectada ha interpuesto, sin 
recibir respuesta, a lo que ya hemos 
IFDIP BMVTJØO "TÓ IFNPT EFNPT-
trado que se ha venido afectando la 
conﬁanza que el administrado ha 
depositado en los órganos estatales 
Z EF DPOUSPM &T QSJNPSEJBM TVQPOFS
que ello esta conexo con el ordena-
miento jurídico así como lo dispuesto 
en nuestra Carta Política, ya que la 
misma en su preámbulo constata que 
el marco jurídico representativo para 
Colombia debe garantizar un orden 
QPMÓUJDPFDPOØNJDPZTPDJBMKVTUP
Al desglosar lo dicho, se logró evi-
denciar que la prevalencia de los ﬁnes 
 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE CO-
-0.#*"#PHPUÈ&EJUPSJBM-FHJT
esenciales del Estado, otorga intrín-
secamente que un Estado aun en su 
orden social justo, debe satisfacer las 
necesidades prioritarias de la colecti-
vidad, según lo denotamos en nues-
USBOPWFEBEDJFOUÓmDB%FOUSPEFMPT
ﬁnes esenciales del Estado, el servir 
a la comunidad representa el deseo 
colectivo y soberano de agruparse 
para protegerse y encontrar solución 
a problemas comunes; por tanto, su 
esencia es el servicio a quienes le res-
QBMEBO Z TF TPNFUFO B ÏM 	&TUBEP

Asimismo, el Estado debe garanti-
zar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en 
la Constitución, es así que garan-
tizando con vigor los principios se 
solicita con el respeto derechos, y a 
la vez la persona es consciente de que 
UJFOFPCMJHBDJPOFTQBSBDPOFM&TUBEP
Estos hechos generan conﬁanza en 
los asociados, de tal manera que se 
encuentran respaldados y confían en 
todo momento que las autoridades 
instauradas para hacerlas valer sean 
FGFDUJWBTZKVTUBTFOTVBQMJDBDJØO
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